
 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

Manizales, Caldas, diez (10) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

 

SENTENCIA:  222  

ACCIONANTE:             JORGE ANDRES GOMEZ ESCUDERO 

ACCIONADA:               UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO  

RADICADO:      170014003002-2021-00578-00   

  

 

OBJETO DE LA DECISIÓN E INTERVINIENTES 

Se pronuncia el fallo que en derecho corresponda frente a la acción de tutela 

instaurada por JORGE ANDRES GOMEZ ESCUDERO CC. 9.695.711 en contra 

de la UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO, trámite al cual se vinculó al CONCEJO 

MUNICIPAL DE MANIZALES, concurrieron como coadyuvantes JUAN FELIPE 

ZAPATA ALVAREZ, MAURO ALEXANDER QUICENO SALAZAR y NATHALIE 

HENAO. 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES 

Solicitó la parte actora: 
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Las basa en los siguientes HECHOS relevantes al objeto bajo estudio:  

 

(…) 
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DERECHOS VULNERADOS. 

 

Del texto de la tutela se infiere que la parte accionante considera vulnerado 

sus derechos al debido proceso, igualdad, petición, trabajo.  
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CONTESTACIÓN DE LA PARTE ACCIONADA Y LA VINCULADA 

 

El CONCEJO DE MANIZALES a través de apoderado judicial informó: 

 

 

 

(…) 
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La UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO a través de su Representante Legal 

contestó: 
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(…) 
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DE LOS DEMAS CONCURSANTES QUE COADYUVAN LO PRETENDIDO: 

 

JUAN FELIPE ZAPATA ALVAREZ C.C. 75.078.967 manifestó:  

 

 

(…) 
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(…) 

 

 

 

 

MAURO ALEXANDER QUICENO SALAZAR C.C. 15.930.180 refirió: 
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NATHALIE HENAO quien concurrió, sin identificarse, mediante correo 

electrónico radicado en el buzón del despacho el 01/12/2021, manifestó: 
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PRUEBAS 

 

DEL ACCIONANTE: 

 Reclamación realizada el 17/11/2021 ante la Universidad del Atlántico, 

frente a los resultados de prueba escrita 

 Respuesta a reclamación dada el 22/11/2021 por la Universidad del 

Atlántico 

 

DE LA ACCIONADA UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO: 

 Resolución 004140 del 22 de abril de 2019. Emanada por el Ministerio 

de Educación. 

 

DE LA VINCULADA CONCEJO DE MANIZALES: 
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 Contrato Interadministrativo N° CONCE-2021-028 

 Resolución 185 de 2021 

 Poder  

 Acta de Posesión presidente del Concejo de Manizales  

 Comunicación suspensión de Convocatoria Pública  

 Correo electrónico  de  notificación  a  participantes  de  la Convocatoria 

 Copia oficio 1110-655-CONCE del 30 de noviembre de 2021 

 

GENERALIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

PROCEDENCIA: 

 

La acción de tutela es un medio de defensa judicial de los derechos 

constitucionales fundamentales, establecido por el artículo 86 de la Carta 

Superior, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por las 

autoridades públicas o por los particulares, que ostenta una naturaleza 

eminentemente subsidiaria y residual, por lo que solamente procede cuando 

no existe otro mecanismo de protección judicial, o por evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES: 

 

La parte actora está legitimada en la causa por activa para procurar mediante 

este procedimiento la defensa y protección de sus derechos constitucionales 

fundamentales. Por su parte la accionada está habilitada en la causa como la 

supuesta vulneradora de los derechos implorados al ser la Institución 

educativa que realizó la prueba de conocimientos en la convocatoria 

estudiada. 

 

COMPETENCIA: 

 

Los presupuestos, capacidad para ser parte, competencia, petición en forma y 

capacidad procesal aparecen totalmente satisfechos. Como no se observa 

causal alguna de invalidación de todo o parte de lo actuado, el fallo que ha de 
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producirse es de fondo. La parte accionante y accionada tienen capacidad para 

ser partes (artículos 1°, 5°, 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991); son sujetos de 

derechos y obligaciones. Este sentenciador es competente para resolver la 

solicitud en primera instancia por mandato del artículo 37 ibídem en 

concordancia con el tercer inciso del numeral 1 del artículo 1° del Decreto 1382 

de 2000; y la petición satisfizo las exigencias de los artículos 14 y 37 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

PROBLEMA JURÍDICO. 

 

El problema jurídico consiste en determinar si la accionada y vinculada 

vulneran los derechos al debido proceso, igualdad, petición y trabajo del 

accionante por la calificación realizada a la prueba escrita de conocimientos 

frente a la cual presentó recurso el 17/11/2021 con respuesta de la accionada 

el 22/11/2021 y si esta última fue de fondo, concreta y congruente, con las 

normas que rigen la CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA ELECCIÓN DE 

CONTRALOR MUNICIPAL DE MANIZALES-CALDAS PERIODO 2022-2025 

adelantada mediante resolución número 175 del 15 de septiembre de 2021. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El medio de amparo constitucional debe ser empleado de manera 

excepcional. Este, tiende a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos 

fundamentales de quien interpone la acción, a fin de permitir al titular su 

ejercicio o restablecer su goce, pero en todo caso, se busca la protección a 

los postulados de derechos fundamentales. Por ende la efectividad de la 

acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden 

encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. Y así, la 

procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a 

la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible 

analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del 

peticionario. Por ende, es imperativo que el accionante acredite la existencia 

de la vulneración deprecada. 
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CAUSAL GENERAL DE IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

Dispone el artículo 86 de la Carta Política: 
 

“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata 

de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 

solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 

inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en 

todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela 

y su resolución. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 

conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 

quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

Subraya fuera del texto original. 

 
 

De acuerdo con lo dicho para que proceda la acción de tutela se requiere 

“verificar la existencia de una acción u omisión de las autoridades o de un 

particular que vulnere o amenace un derecho fundamental, esto es, se debe 

constatar que la referida trasgresión es cierta, no hipotética, ni eventual o 

presunta”, lo que, según la directriz jurisprudencial (Véase la Sentencia T-31 

de 2013) implica examinar aspectos específicos como: un derecho 

fundamental en cabeza del accionante y una conducta reprochable 

constitucionalmente: 

 
“De lo anterior se desprende que es necesario para efectos de proteger un 

derecho y ordenar a una autoridad o a un particular actuar o abstenerse de 

hacerlo que, previamente exista un derecho fundamental atribuido a quien 

solicita el amparo y, además, que la entidad demandada, teniendo la 

obligación de satisfacer el derecho, actúe o se abstenga de hacerlo generando 

una vulneración o amenaza al mismo. 

 

Lo expuesto es un presupuesto esencial para la procedencia de la acción de 

tutela, pues a) si no existe un derecho atribuido al accionante, la entidad 

accionada no podría atentar contra el mismo; o b) constatándose un derecho 

en cabeza del demandante, si la entidad accionada no ha efectuado ninguna 



PROCESO:            ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE:       JORGE ANDRES GOMEZ ESCUDERO 

ACCIONADA:        UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO  

RADICADO:          170014003002-2021-00578-00   

 

 

 

 

14 

conducta -acción u omisión- que trasgreda el derecho, no habría así un acto 

de reproche que obligara al juez ordenar una protección. 

 

En todo caso, no sobra señalar que una vez se verifica la existencia de estos 

dos presupuestos (atribución de un derecho fundamental al accionante y 

conducta vulneratoria del mismo por parte del accionado), es deber del juez 

constitucional analizar si dicha actuación constituyó un atentado contra el 

referido derecho fundamental, para de este modo sustentar su orden o no de 

amparo”. 

 

 
EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD 
 

El artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 reglamentó y señaló las reglas básicas 

que se aplican en el trámite de la acción de tutela y restringe, a la vez, la 

procedencia del mecanismo a situaciones en las cuales no existieran recursos 

o mecanismos judiciales ordinarios que pudieran ser utilizados para dar 

solución a las presuntas vulneraciones presentadas. 

 

Según el principio de subsidiariedad y de inmediatez, que consagran estas 

normas, si el demandante cuenta con otro medio de defensa judicial, el juez 

debe declarar improcedente la solicitud de amparo, a menos que se 

demuestre que los medios de defensa judicial ordinarios no son idóneos ni 

eficaces para garantizar la protección de los derechos. Excepcionalmente, la 

solicitud de amparo procederá de forma transitoria, cuando se deba evitar la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable. Sobre la procedencia de la acción de 

tutela dijo la Corte en la sentencia T-177 de 2011: 

 
“De acuerdo con reiterada y uniforme jurisprudencia de esta Corporación, en 

armonía con lo dispuesto por los artículos 86 de la Carta Política y 6º del 

Decreto 2591 de 1992, la acción de tutela es un mecanismo judicial, para la 

protección inmediata de los derechos fundamentales, de carácter subsidiario. 

Ésta procede siempre que en el ordenamiento jurídico no exista otra acción 

idónea y eficaz para la tutela judicial de estos derechos. 

 

Esta Corporación ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer 

llamado a proteger los derechos constitucionales, toda vez que su 

competencia es subsidiaria y residual, es decir procede siempre que no exista 

otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para que cese 

inmediatamente la vulneración”. 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario 

de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos 

fundamentales: 

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción 
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de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a 

su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni 

oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. 

Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos 

judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los 

derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para 

garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo 

subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” Sentencia T-753 de 2006. 

 
A cerca del principio de subsidiariedad y los lineamientos que deben ser 

tenidos en cuenta al momento de determinar si existe o no un perjuicio 
irremediable, ha destacado la Corte Constitucional que el perjuicio ha de ser 

inminente, es decir, que amenaza o está por suceder prontamente: 
 

“Sin embargo, a pesar del margen de actividad del juez constitucional, la 

acción de tutela ostenta el carácter de subsidiario y residual y, por lo tanto, 

no puede ser entendida como mecanismo principal de protección de derechos 

ni como una instancia adicional para controvertir decisiones adoptadas por los 

jueces ordinarios. 

 

Así en el estudio de la procedencia de la acción de tutela debe darse aplicación 

al principio de subsidiariedad, ya que como se ha reiterado en diversas 

sentencias, la acción de tutela no puede suplir los mecanismos jurídicos 

ordinarios establecidos por el legislador, ni servir como medio de defensa 

judicial alternativo para la protección de derechos fundamentales. En el mismo 

sentido, la jurisprudencia constitucional ha establecido que no resulta 

admisible buscar a través de la acción de tutela, revivir términos concluidos u 

oportunidades procesales vencidas, bien sea por la negligencia o por la 

inactividad injustificada de quien interpone la acción. 

 

Igualmente, ésta Corporación ha sostenido que la acción de tutela no puede 

ser entendida como último recurso de defensa judicial o como una instancia 

adicional para obtener la protección de derechos que se estiman vulnerados 

ni como acción principal para debatir asuntos que por su naturaleza, resultan 

ser competencia de otras jurisdicciones. 

 

Por lo tanto, el principio de subsidiariedad debe orientar la acción de tutela, 

pues se presume que los mecanismos de defensa ordinarios garantizan el 

cumplimiento del ordenamiento jurídico, con respeto y sometimiento a los 

derechos fundamentales constitucionales”. 

 

(…) 

 

“Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o 

menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto 

lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo 

probable y no una mera conjetura hipotética. Se puede afirmar que, bajo 

cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, 

aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, desarrolla la 

operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser 

que oportunamente se contenga el proceso iniciado. Hay inminencias que son 

incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras 

que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden 

evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer 

cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que 
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desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego 

siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia”. 

 

Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de 

ser urgentes: 

 

“(…), es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o 

precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el 

Diccionario de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la 

inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud 

del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta 

proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la 

precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las 

circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la 

prontitud señalan la oportunidad de la urgencia”. 

 
Se requiere que el perjuicio sea grave: 

 
 

“(…), lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o 

moral en el haber jurídico de la persona.  La gravedad obliga a basarse en la 

importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su 

protección, de manera que la amenaza  a uno de ellos es motivo de actuación 

oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas.  Luego no se trata 

de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un 

bien de gran significación para la persona, objetivamente.  Y se anota la 

objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so 

pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente”. 

 
La acción de tutela debe ser impostergable: 

 
“La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea 

impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social 

justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el 

riesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere una acción en el momento 

de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos. Se 

trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo 

de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y 

restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social”. 

 

LA PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN MATERIA DE 

CONCURSOS DE MÉRITOS. Reiteración de jurisprudencia1.  

 

De forma pacífica, la Corte ha señalado que conforme al artículo 86 de la 

Carta Política, la acción de tutela es un medio de protección de carácter 

residual y subsidiario, al que se puede recurrir ante la vulneración o amenaza 

de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa 

                                    
1 Ver sentencias T-388 de 1998, SU-613 de 2002, SU-913 de 2009, T-829 de 2012 y SU-691 de 2017 
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de los derechos invocados o cuando existiendo se requiera acudir al amparo 

constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que 

resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el 

interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. 

Es decir, la subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa 

legalmente disponibles al efecto, pues el amparo no puede desplazar los 

mecanismos de defensa previstos en la correspondiente regulación común. 

De esta manera, en relación con los concursos de méritos para acceder a 

cargos de carrera, en numerosos pronunciamientos esta Corporación ha 

reivindicado la pertinencia de la acción de tutela pese a la existencia de la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para proteger 

en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso 

y al acceso a los cargos públicos. (…) Particularmente, cuando se trata de 

concursos de méritos, la jurisprudencia ha sido consistente en afirmar que 

los medios de defensa existentes ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo no siempre son eficaces, en concreto, para resolver el 

problema jurídico planteado, pues generalmente implica someter a 

ciudadanos que se presentaron a un sistema de selección que se basa en el 

mérito a eventualidades, tales como que (i) la lista de elegibles en la que 

ocuparon el primer lugar pierda vigencia de manera pronta o, (ii) se termine 

el período del cargo para el cual concursaron, cuando éste tiene un periodo 

fijo determinado en la Constitución o en la ley. En ese sentido, la orden del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho no estaría relacionada con 

la efectividad del derecho al acceso de cargos públicos, sino que implicaría 

una compensación económica, situación que a todas luces, no implica el 

ejercicio de la labor que se buscaba desempeñar y significa consolidar el 

derecho de otra persona que, de acuerdo con el mérito, no es quien debería 

estar desempeñando ese cargo en específico. 

 
EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD 

 
Sobre la igualdad material, la Corte Constitucional en Sentencia C-065 de 

2005, señaló:  
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“El artículo 13 constitucional que reconoce la igualdad ante la ley a todas las 

personas, consagra ante las autoridades los derechos a la igualdad de 

protección y a la igualdad de trato, y reconoce a toda persona el goce de los 

mismos derechos, libertades y oportunidades, sin discriminación con base en 

criterios de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 

política o filosófica. Se trata pues de tres dimensiones diferentes del principio 

de igualdad. La primera de ellas es la igualdad ante la ley, en virtud la cual la 

ley debe ser aplicada de la misma forma a todas las personas. Este derecho 

se desconoce cuándo una ley se aplica de forma diferente a una o a varias 

personas con relación al resto de ellas. Esta dimensión del principio de 

igualdad garantiza que la ley se aplique por igual, pero no que la ley en sí 

misma trate igual a todas las personas. Para ello se requiere la segunda 

dimensión, la igualdad de trato. En este caso se garantiza a todas las personas 

que la ley que se va a aplicar no regule de forma diferente la situación de 

personas que deberían ser tratadas igual, o lo contrario, que regule de forma 

igual la situación de personas que deben ser tratadas diferente. La ley 

desconoce esta dimensión cuando las diferencias de trato que establece no 

son razonables. 

 

Esta dimensión del principio de igualdad, por tanto, es sustantiva y positiva. 

Es sustantiva porque parte de la situación en que se encuentran los grupos a 

comparar para determinar si el tipo de protección que reciben y el grado en 

que se les otorga es desigual, cuando debería ser igual. Es positiva porque en 

caso de presentarse una desigualdad injustificada en razones objetivas 

relativas al goce efectivo de derechos, lo que procede es asegurar que el 

Estado adopte acciones para garantizar la igual protección. Para saber si esta 

dimensión del derecho a la igualdad ha sido violada es preciso constatar el 

grado efectivo de protección recibida a los derechos, libertades y 

oportunidades, y en caso de existir desigualdades, establecer si se han 

adoptado medidas para superar ese estado de cosas y cumplir así el mandato 

de la Carta Política. No basta con saber si el derecho se aplicó de forma 

diferente en dos casos en los que se ha debido aplicar igual o si el derecho en 

sí mismo establece diferencias no razonables, se requiere determinar si la 

protección brindada por las leyes es igual para quienes necesitan la misma 

protección.” 

 
Sobre el punto, la Corte Constitucional en sentencia C-618 de 2005 refirió: 

 
 “Adicionalmente, la Corporación ha anotado que la consideración del mérito 

se relaciona con el cumplimiento de “los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” que, según el 

artículo 209 de la Carta, deben guiar el cumplimiento de la función 

administrativa, pues “independientemente de los efectos jurídicos de cada 

forma de vinculación al Estado -por carrera, libre nombramiento y remoción o 

concurso- todos los empleos públicos buscan un objetivo común, cual es el 

mejor desempeño de sus funciones para la consecución de los fines estatales. 

 

Además, las materias relativas a la función pública que han sido confiadas a 

la configuración del legislador, tienen que ver con los derechos de los 

trabajadores contemplados en el artículo 53 superior, así como con el derecho 

a acceder “al desempeño de funciones y cargos públicos”, establecido en el 

artículo 40-7 de la Constitución y, tratándose del derecho a la igualdad, 

previsto en el artículo 13 constitucional, la jurisprudencia de esta Corporación 
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ha destacado que el acceso al desempeño de cargos públicos compromete dos 

de sus dimensiones que son la igualdad de trato y la igualdad de 

oportunidades. Entonces, el legislador, al regular los requisitos y condiciones 

de acceso a la función pública, no puede “desconocer los derechos 

fundamentales de los aspirantes a ocupar un cargo público” y debe “establecer 

condiciones que se ajusten al mérito, a la capacidad de los aspirantes y, 

especialmente, a las exigencias del servicio”. Se requiere, pues, que el 

Congreso de la República busque un equilibrio “entre dos principios de la 

función pública”, a saber: “el derecho de igualdad de oportunidades que tienen 

los ciudadanos para acceder al desempeño de cargos y funciones públicas” y 

la búsqueda de la eficiencia y la eficacia en la Administración, mediante 

mecanismos que permitan seleccionar aquellos trabajadores que, por su 

mérito y capacidad profesional, resulten los más idóneos para cumplir con las 

funciones y responsabilidades inherentes al cargo”. 

 

EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO  

 

El Artículo 29 de la Constitución Política reza que “el debido proceso se 

aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, y en el 

ámbito administrativo entraña la obligación de las autoridades públicas de 

seguir las normas que previamente han sido establecidas para el desarrollo 

de las actuaciones de la Administración, y de respetar los derechos y 

principios que rigen la Función Pública. Sobre este postulado explicó la Corte 

Constitucional en sentencia T-699 A de 2011:  

 

“Igualmente, bajo el entendido de que la noción de procedimiento rebasa el 

ámbito de lo estrictamente judicial, la doctrina contemporánea ha definido el 

procedimiento administrativo como el modo de producción de los actos 

administrativos, cuyo objeto principal es la satisfacción del interés general 

mediante la adopción de decisiones por parte de quienes ejercen funciones 

administrativas. 

 

Así pues, dada esa visión del procedimiento como un conjunto de actos 

independientes pero dirigidos a la obtención de un resultado común 

consistente en la adopción de una decisión administrativa definitiva, se precisa 

la observancia del debido proceso en el trámite y expedición de cada uno de 

ellos; lo cual supone que en este contexto se siga la reglamentación pertinente 

y además, en vista de que uno de sus fines es el cumplimiento de la función 

administrativa, el trámite en general debe respetar los principios superiores 

que gobiernan la función pública, es decir: la igualdad, la moralidad, la 

eficacia, la economía, la celeridad, la imparcialidad y la publicidad” 

 

En sentencia C-588 de 2009 se afirmó categóricamente que en el desarrollo 

de un concurso público de méritos “cuando se fijan en forma precisa y 

concreta cuáles son las condiciones que han de concurrir en los aspirantes y 
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se establecen las pautas o procedimientos con arreglo a los cuales se han de 

regir los concursos, no existe posibilidad legítima alguna para desconocerlos”. 

 

En cuanto a la convocatoria como ley del concurso y el derecho fundamental 

al debido proceso, la Corte Constitucional ha construido una jurisprudencia 

reiterada respecto del carácter vinculante y relevante de la ley que rige una 

convocatoria como un concurso de méritos, esto es, las reglas fijadas ex ante 

a la publicación. En esa construcción jurisprudencial 2 , la convocatoria 

constituye:  

 

“una norma que se convierte en obligatoria en el concurso, en consecuencia, 

cualquier incumplimiento de las etapas y procedimientos consignados en ella, 

vulnera el derecho fundamental del debido proceso que le asiste a los 

participantes, salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del 

concurso por factores exógenos sean plenamente publicitadas a los aspirantes 

para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas de juego” 

 

Por otra parte, la Constitución Política dispone que el debido proceso se 

aplicará a todas las actuaciones (judiciales y administrativas), lo cual implica 

que este derecho tiene un estrecho vínculo con el principio de legalidad, no 

solo con la observancia de los pasos que la ley impone a los procesos 

judiciales y trámites administrativos, sino también el respeto a las 

formalidades que les sean propias. 

 

Por ello la garantía del debido proceso cobra especial relevancia en los 

concursos públicos de méritos. Para este propósito, conviene traer a colación 

lo dicho por la Corte Constitucional, al respecto3:  

 

“El concurso público es el mecanismo establecido por la Constitución para que 

en el marco de una actuación imparcial y objetiva, se tenga en cuenta el 

mérito como criterio determinante para proveer los distintos cargos en el 

sector público, a fin de que se evalúen las capacidades, la preparación y las 

aptitudes generales y específicas de los distintos aspirantes a un cargo, para 

de esta manera escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, 

dejando de lado cualquier aspecto de orden subjetivo. Ahora bien, el concurso 

de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección fundada en la 

evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para 

                                    
2 Sentencia T-682 de 2016 
3 SentenciaT-090 de 2013 
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desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se convierte en una 

actuación administrativa que debe ceñirse a los postulados del debido proceso 

constitucional (artículo 29 Superior). Para cumplir tal deber, la entidad 

encargada de administrar el concurso de méritos elabora una resolución de 

convocatoria, la cual contiene no sólo los requisitos que deben reunir los 

aspirantes a los cargos para los cuales se efectúa el concurso, sino que 

también debe contener los parámetros según los cuales la misma entidad 

administrativa debe someterse para realizar las etapas propias del concurso, 

así como la evaluación y la toma de la decisión que concluye con la elaboración 

de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como 

ente administrador expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta 

contra el principio de legalidad al cual debe encontrarse siempre sometida la 

administración, así como también contra los derechos de los aspirantes que 

se vean afectados con tal situación”. 

 

EL DERECHO DE PETICION 

 

El artículo 23 de la Constitución Política, establece lo siguiente: Toda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales. En concordancia con lo anterior, los 

artículos 13 y 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, modificados por el artículo 1º. de la Ley 1755 de 

2015, establecen que toda actuación que inicie cualquier persona ante las 

autoridades implica el ejercicio del derecho de petición y, por lo tanto, incluye 

el derecho a obtener una respuesta completa y de fondo. 

 

Adicionalmente, la precitada normativa dispone que, de forma general, toda 

petición debe solucionarse dentro de los quince (15) días siguientes a su 

recepción, salvo situaciones especiales; por ejemplo, cuando se trata de 

solicitudes relativas a documentos e información se dispondrá de diez (10) 

días y cuando se trate de consultas dirigidas a una entidad sobre las materias 

a su cargo treinta (30) días. Finalmente, el parágrafo único del citado artículo 

14, prevé que en aquellos casos en que la autoridad no pueda resolver una 

solicitud en los plazos señalados, deberá informarlo al interesado y, de todas 

formas, atenderla dentro un plazo razonable, el cual no podrá exceder el 

doble del inicialmente previsto. Por su parte, la Corte Constitucional 
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determinó cuáles son los elementos esenciales del derecho fundamental de 

petición, así: 

(i) la formulación de la petición, esto es, la posibilidad de dirigir solicitudes 

respetuosas a las autoridades y particulares, sin que les sea dada la 

oportunidad de negarse a recibirlas y tramitarlas; (ii) la pronta resolución, 

ello significa, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término 

razonable; una respuesta de fondo, o sea, la resolución definitiva de lo 

pedido, sea positivo o negativo, de forma clara (inteligible y de fácil 

comprensión), precisa (que atienda directamente lo pedido sin reparar en 

información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas4), 

congruente (abarque la materia objeto de la petición y sea conforme lo 

solicitado) y consecuente con el trámite surtido; y (iii) la notificación al 

peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la 

decisión que, con motivo de su petición, se ha producido5” 

 

EL DERECHO AL TRABAJO EN CONCURSOS DE MERITOS 

 

El artículo 25 y 53 de la Carta Política de Colombia de 1991, erigen el derecho 

al trabajo como uno de los pilares de nuestra sociedad. Dicha prerrogativa 

tiene una relación estrecha cuando se trata de cargos públicos de carrera a 

los cuales por disposición constitucional se accede mediante concursos 

públicos de méritos. Sin embargo, ha dicho la Corte Constitucional que la 

participación en estos procesos de selección apenas otorgan al aspirante una 

mera expectativa, que únicamente el derecho al trabajo se concreta en el 

concursante que ha ocupado el primero lugar de la lista de elegibles. Así se 

manifestó esa Alta Corporación en la sentencia T-257 de 2012: 

 

“2.3.1. El derecho de acceso a los cargos públicos está prescrito en el numeral 

7° del artículo 40 de la Carta Política. Aquí se consagra que “todo ciudadano 

tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder 

político. Para hacer efectivo este derecho puede: Acceder al desempeño de 

funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o por 

adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción 

y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse”. Este derecho que reviste 

                                    
4 sentencia C-510 de 2004 
5 Sentencia T-249 de 2001 
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singular importancia dentro del ordenamiento constitucional, pues comporta 

la ventaja subjetiva de optar por este tipo de cargos, como también constituye 

un espacio de legitimación democrática, el cual debe ser diferenciado del 

derecho al trabajo. Así, el derecho al trabajo prescrito en el artículo 25 de la 

Constitución Política está compuesto por diversos elementos, algunos 

relacionados con el deber estatal de propiciar políticas de empleo y otros que, 

vistos desde la esfera subjetiva, están relacionados con el derecho a elegir un 

empleo y que éste se proporcione en condiciones dignas y justas. Por su parte, 

el derecho a acceder a un cargo público, consiste en la garantía que tiene todo 

ciudadano de presentarse a concursar una vez haya cumplido los requisitos 

previstos en la respectiva convocatoria. 

 

2.3.2. Respecto del derecho al trabajo en relación con el acceso a los cargos 

públicos, ha indicado la jurisprudencia de esta Corporación que dicha garantía 

se materializa en cabeza del ganador del concurso, a quien le asiste el derecho 

de ser nombrado; en este sentido, a la posibilidad de acceder a un empleo se 

suma la garantía del deber estatal de impedir que terceros restrinjan dicha 

opción. Al tratar esta materia en sentencia T-625 de 2000, el Tribunal 

Constitucional indicó: “La vulneración del derecho al trabajo se produce 

cuando una acción u omisión arbitraria de las autoridades limita 

injustificadamente el ejercicio de una actividad laboral legítima”. De lo anterior 

se vislumbra que la persona que supera las pruebas del concurso público de 

méritos, se convierte en el titular del derecho al trabajo, y por ende, tiene 

derecho a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, pues sólo en este 

momento el carácter subjetivo del derecho al trabajo logra concretarse con 

certeza a favor del ganador. En síntesis, el derecho de acceder a cargos 

públicos está ligado a la posibilidad que tiene cualquier ciudadano de 

presentarse a concursar una vez haya cumplido los requisitos previstos en la 

respectiva convocatoria. Por su parte, el derecho al trabajo, en las situaciones 

de acceso a cargos públicos se materializa cuando se crea en el titular el 

nacimiento del derecho subjetivo, es decir, cuando en virtud del mérito y la 

capacidad del aspirante obtiene el mejor puntaje, de lo cual se sigue o deviene 

su nombramiento y posesión.” 

 

CASO CONCRETO 

 

El accionante acudió a este mecanismo constitucional, con el propósito de 

que se le protejan sus derechos a la igualdad, debido proceso, trabajo y 

petición, comoquiera que, según adujo, el puntaje asignado a su prueba de 

conocimientos no es correcto, pues varias de sus respuestas fueron 

calificadas como erróneas habiendo alegado que son correctas, luego, le fue 

asignado un puntaje de 67 respuestas acertadas sobre 100.  
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De las pruebas allegadas al proceso se advierte que mediante Resolución 

N°185 del 24/09/2021 el CONCEJO DE MANIZALES realizó convocatoria 

pública para la elección del Contralor Municipal de Manizales vigencia 2022-

2025, que en lo concerniente a la prueba de conocimientos estableció:  

 

 

 

(…) 
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También que, en cumplimiento a tales postulados, mediante petición fechada 

el 17/11/2021 el participante JORGE ANDRES GOMEZ ESCUDERO presentó 

las siguientes inconformidades que como pasa a verse fueron respondidas 

por la Universidad convocada mediante escrito del 22/11/2021 de la siguiente 

manera:  

Inconformidad del accionante: 

 

Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 

 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 
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Inconformidad del accionante: 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 
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Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 

 

Inconformidad del accionante: 
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Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 

 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 
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Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 
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Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 
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Respuesta dada por la accionada: 

 

 

Inconformidad del accionante: 

 

 

 

 

 

 

Respuesta dada por la accionada: 
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Que la citada resolución señala que posterior a la etapa de reclamaciones 

frente a la prueba de conocimientos subsiguen: 

 

 

Lo reseñado, de cara a la protección de los derechos reclamados por el 

accionante, nos permite concluir: 

 

La no vulneración del derecho al trabajo pues como quedó expuesto en la 

jurisprudencia reseñada de la Corte Constitucional, si bien la forma de 

acceder al cargo es el concurso de méritos, el aspirante apenas tiene una 

mera expectativa de acceder al cargo ofrecido, y únicamente se vulnera el 

derecho al trabajo en este tipo de procesos de selección cuando el aspirante 

ocupa el primer lugar de la lista y se despoja su posibilidad al nombrarse a 

alguien distinto por debajo de esa clasificación. Caso no presentado en este 

asunto, pues el accionante apenas abordo una de las primeras etapas del 

concurso, cual es la prueba escrita de conocimientos el 30/10/2021, donde 

incluso fue clasificado por obtener puntaje superior al límite aprobatorio y 

posterior a esto debe superar las otras etapas como son la valoración de 

antecedentes, el examen de integridad y entrevista ponderados todos estos 

que deben concurrir para una eventual inclusión en la terna de la cual se hará 

la elección, razón por la cual el Juzgado no encuentra conculcada la 

prerrogativa constitucional y en consecuencia, se abstendrá de acceder a la 

pretensión del accionante y no tutelará el derecho al trabajo. 

 

De manera semejante se decidirá lo concerniente a la vulneración de los 

derechos al debido proceso e igualdad pues, tratando de la igualdad sabido 
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es que este derecho pasó de una concepción formal a una material, para 

permitir que todas las personas que se encuentren en similares condiciones 

respecto a una situación concreta, debe aplicárseles la misma norma y el 

mismo trato; en el tema del acceso a los cargos públicos de carrera, se 

pretende bajo este derecho que todos los aspirantes, cuenten con las mismas 

herramientas y posibilidades de obtener el cargo ofertado, sin distingos de 

clase, sexo, raza, credo, origen, familia, lengua u opinión política o religiosa; 

incluso permitiendo que aquellas personas que por sus condiciones 

económicas, físicas o mentales, se encuentren en desventaja, mediante 

acciones de protección positiva o afirmativa, puedan equiparse al resto, tal 

como ocurre con grupos en situación de debilidad manifiesta. 

 

En conclusión, la pretensión del sistema jurídico es que todos los aspirantes 

del proceso de selección sean tratados bajo el mismo rasero, sin favoritismos 

perjudiciales. Luego, no adujo ni probó el accionante hechos que permitieran 

percibir un trato diferenciado frente a los demás aspirantes por la forma en 

que fue calificado en la prueba de conocimientos y se limitó a señalar en su 

escrito que de acuerdo a las razones dadas en la reclamación, le asiste razón 

y no a la universidad, sin que tal hecho sea suficiente para considerar 

vulnerada esta prerrogativa fundamental y lo que se presenta es una 

controversia jurídica en torno a una disparidad en el criterio de interpretación 

de normas de carácter constitucional y legal usadas para calificar, que no son 

de recibo para el actor, y que deben ser controvertidos por el medio de control 

ordinario que contenga todas las etapas procesales, incluida la etapa 

probatoria de la que carece la acción de tutela, el pertinente para realizar el 

debate jurídico necesario frente a la controversia por interpretación y 

aplicación de las normas que ha traído en cita, pues se reitera, se trata de 

una disparidad interpretativa y no de una conculcación diáfana y manifiesta 

de un derecho fundamental en cabeza de quien reclama. 

 

En lo que respecta al derecho al debido proceso, implica que las autoridades 

públicas se ciñan estrictamente al procedimiento establecido en la 

normatividad de manera previa, y en el ámbito administrativo envuelve la 

obligación de las autoridades públicas de seguir las normas que previamente 
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han sido establecidas para el desarrollo de las actuaciones de la 

Administración, y de respetar los derechos y principios que rigen la Función 

Pública. En este sentido al tratarse de concurso de méritos para la provisión 

de un cargo de carrera, es una regla de oro, tener las disposiciones de la 

convocatoria como ley para las partes, esto es, para la administración, quien 

convoca al proceso de selección, como para los postulantes y terceros 

intervinientes, por lo que no podría al arbitrio la administración modificar  las 

reglas del concurso, entre tanto, los aspirantes, deben someterse a esas 

premisas, sin pretender tampoco la modificación a su acomodo, en tal parecer 

fueron respetadas la etapas correspondientes incluso la fecha de respuesta 

de la reclamación dada el 22/11/2021 coincidiendo con la pactada en el 

cronograma y además respetando los postulados básicos sobre los cuales se 

instauró el concurso en cita como la publicidad, legalidad, igualdad, celeridad, 

eficacia, eficiencia y validez de los instrumentos.    

 

Conforme a lo expuesto, en estos tópicos la acción constitucional se torna 

improcedente por no atender el requisito de subsidiaridad.   

   

Ahora, en lo que respecta al derecho de petición, de lo extractado hasta ahora 

se observa que, si bien la petición fue resuelta por la Entidad en términos, no 

atiende los criterios reseñados jurisprudencialmente bajo los cuales debe ser 

atendida la petición, pues nótese que fueron resueltos punto por punto cada 

uno de los interrogantes del participante quien en su escrito manifestó el por 

qué la Institución debió considerar sus respuestas como válidas dando el 

correspondiente sustento jurídico y lo propio, para corresponder tal inquietud, 

es que la universidad sustente su criterio jurídico en disposiciones, bien sea 

de tipo constitucional, Legal o Reglamentario, lo que no ocurrió con los ítems 

número 42, 61, 62 y 94, donde su respuesta se limita a indicar cuál es la 

opción correcta. De manera que, el Ente rector se abstuvo de dar una 

respuesta de fondo, fuere positiva o negativa, de forma clara, precisa y 

congruente a la solicitado, por lo que deberá proceder en tal sentido y así se 

dispondrá pues no hacerlo va en contravía de los principios de transparencia, 

objetividad, moralidad y confiabilidad que rigen la convocatoria, posterior a 

lo cual y en caso de no encontrarse conforme el accionante deberá 
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controvertir la decisión ante la jurisdicción administrativa por lo considerado 

líneas atrás.  

 

Por último debe decirse que las coadyuvancias presentadas en el curso de 

esta acción, contrario a reforzar los hechos y argumentos dados por el 

accionante mencionan supuestos de hecho diferentes a los discutidos tales 

como “lo referente a la exhibición de cuadernillos, siendo fijado para el doce 

(12) de noviembre de 2021, viernes, día diferente al de la realización de la 

prueba de conocimientos, sábado, por lo que se imposibilita el 

desplazamiento de quienes residimos en ciudad diferente” o lo referido por el 

señor Alexander Quiceno quien indico que “si  bien  no  realicé  las  

observaciones  propicias  en  cuanto  a  los resultados  de  las  pruebas,  lo  

hice  partiendo  de  la  confianza  legítima  de  las instituciones  especialmente  

la  que  nos  compete  la  Universidad  del  Atlántico, además  partiendo  del  

principio  de  buena  fe  de  que  la  evaluación  había  sido  de forma  

transparente  y  garantizando  el  debido  proceso;  sin  embargo  llama  la 

atención los últimos acontecimientos y en especial esta tutela, donde se 

evidencia que las repuestas determinadas por la Universidad no son 

correctas, es evidente que existen normas donde se encuentra taxativamente 

la respuesta” o lo referido por la señora NATHALI HENAO frente una serie de 

eventos “irregularidades” sucedidas en la realización del examen, que en 

nada se identifican con los hechos relatados en el escrito inicial. De manera 

que las afirmaciones de los concurrentes, además de carecer de sustento 

probatorio, se quedan en el velo de lo incierto y confunden el fin de la 

coadyuvancia que no es otro que compartir las reclamaciones y argumentos 

expuestos por el demandante de la tutela, sin entrar a realizar 

planteamientos distintos o reclamaciones propias que difieran de las hechas 

por el demandante, razón por la cual tampoco aportaron elementos de juicio 

en esta instancia para advertir una vulneración flagrante a los derechos 

reclamados.   

 

En definitiva, se ordenará a la UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO, a través de su 

Representante Legal, que en el término perentorio de 48 horas posteriores a 

la notificación de esta providencia, de una respuesta de fondo clara, precisa 
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y congruente a la petición presentada por el señor JORGE ANDRES GOMEZ 

ESCUDERO el 17/11/2021, por lo considerado, surtido lo cual, en caso de no 

encontrarse conforme el accionante deberá controvertir la decisión ante la 

jurisdicción administrativa por ser el escenario idóneo para discutir la 

controversia de interpretación y aplicación normativa traída en cita.  

 

DECISIÓN: 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales, Caldas, 

Administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por 

Autoridad de la Ley, 

FALLA: 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela de los derechos a la igualdad, 

debido proceso y trabajo invocados por JORGE ANDRES GOMEZ ESCUDERO 

CC. 9.695.711, en contra de la UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO. 

 

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de JORGE ANDRES 

GOMEZ ESCUDERO CC. 9.695.711, vulnerado por la UNIVERSIDAD DEL 

ATLANTICO. 

 

TERCERO: ORDENAR a la UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO, que a través de su 

Representante Legal, en el término perentorio de 48 horas posteriores a la 

notificación de esta providencia, dé una respuesta de fondo clara, precisa y 

congruente a la petición presentada por el señor JORGE ANDRES GOMEZ 

ESCUDERO el 17/11/2021, según lo indicado en la parte considerativa de esta 

sentencia. 

 

CUARTO: LEVANTAR LA MEDIDA PROVISIONAL consistente en ordenar a la 

UNIVERSIDAD DEL ATLANTICO de manera inmediata SUSPENDER LA 

CONVOCATORIA PUBLICA DE MERITOS PARA PROVEER CONTRALOR 

MUNICIPAL DE MANIZALES, CALDAS PERIODO 2022-2025. 
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QUINTO: En aras de garantizar los derechos fundamentales de los demás 

participantes, se ORDENA al CONCEJO DE MANIZALES y la UNIVERSIDAD 

DEL ATLANTICO publicar a través de su sitio web oficial el contenido dela 

presente decisión, y proceder al envío de la misma a los correos electrónicos 

de los participantes en la Convocatoria Pública para proveer Contralor 

Municipal de Manizales, Caldas periodo 2022-2025, a efectos de notificar a 

los terceros interesados. 

 

SEXTO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más 

expedito, advirtiendo que contra la presente providencia procede la 

impugnación dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de su notificación, 

la cual se entenderá surtida una vez transcurridos dos días hábiles siguientes 

al envío del mensaje de conformidad con lo dispuesto en Art. 8 del Decreto 

806 de 2020. 

 

 

SEPTIMO: ORDENAR la remisión del expediente ante la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, sino fuere objeto de impugnación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 


